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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá, D.C.,  9 de octubre de 2019
Aprobado según Acta No. 76  de la fecha
Magistrado Ponente: Camilo Montoya Reyes
Radicado N° 110011102000201300194 01
ASUNTO A DECIDIR

Sería del caso decidir el recurso de apelación interpuesto por el disciplinado RODRIGO VELA TORRES, contra la decisión adoptada el 18 de marzo de 2016, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, decidió sancionarlo con EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESION, al declararlo disciplinariamente responsable de la comisión de la falta prevista en el numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007
, a título de dolo, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 1123 de 2007 y según lo estipulado en el artículo 21 Ibídem
, de no ser porque se advierte la existencia una de las causales de improseguibilidad de la acción disciplinaria.
HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1. HECHOS

La presente actuación disciplinaria se originó en la queja presentada el 12 de noviembre de 2012 por el señor CARLOS ARTURO RINCON GARZÓN, contra los abogados RODRIGO VELA TORRES y MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, por cuanto, conforme al quejoso los profesionales del derecho incurrieron en un sin números de hechos que van contra el ordenamiento jurídico penal y disciplinario conforme a: 

“1.- Los señores MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, RODRIGO VELA y HERCILIA RARMIREZ RAMIREZ, personas mayores de edad, profesionales del derecho (los dos primeros), han manipulado y maniobrado ilegalmente en complot, para apropiasen (sic) del inmueble ubicado en CALLE 12 No.5-32 APTO 601 y el parqueadero No.6 de esta ciudad de Bogotá D.C., cuyo bien la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, no vendió al señor ELVIS MAGLIONI y al suscrito CARLOS ARTURO RINCÓN GARZON, por la suma de DIEZ MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M/CTE ($10.500.000.oo), en el año 1993, de los cuales se cancelaron en dinero efectivo la suma de NUEVE MILLONES DE PESOS M/CTE ($9.000.000.oo), dineros estos que equivalentes a la fecha de hoy ascenderían a más de DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS M/CTE ($200.000.000.oo).

2.- El 1 de junio de 1991 la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, (en ese tiempo MARINA ESPINOSA DE HERNANDEZ) le arrendó el garaje #6 del edificio Corkidi, ubicado en la calle 12 No.5-32, al señor DARIO VEGA CUESTA, según contrato en el que el suscrito actuó como fiador y/o codeudor, razón está para conocer a la Dra. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR.

3.- Algunos meses después, el señor DARIO VEGA CUESTA, entregó el mencionado parqueadero, dando así por terminado dicho contrato de arrendamiento. Posteriormente la Dra. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, le arrendo el parqueadero al Dr. LUIS CARLOS AVELLANEDA.

4.- Casi dos años después, el 4 de febrero de 1993, el señor ELVIS MANGLONI y el suscrito CARLOS ARTURO RINCON GARZÓN, le compramos a la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, un inmueble compuesto por el apartamento 601 y su respectivo garaje y7o parqueadero No.6 del edificio Gokidi. Ubicado en la calle 12 No.5-32 de esta ciudad de Bogotá D.C.

5.- El negocio jurídico, se oficializó a través de la promesa de compraventa de la cual anexo copia autenticada, en este documento consta que mi denunciada nos prometió en venta la propiedad ubicada o situada en la CALLE 12 NO (sic). 5-32 EDIFICIO GORKIDI de Bogotá. Compuesta por el apartamento 601 y el parqueadero No.6 que conforman una unidad indivisible…"

6.- El mismo día que se firmó la Promesa de Compraventa, es decir el día 4 de febrero de 1993, la prometiente vendedora, abogada, MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR nos hizo entrega real y material de una parte del inmueble, como efectivamente fue el parqueadero No. 6 ubicado en al CALLE 12 NO.6 EDIFICIO GORKIDI de Bogotá. La entrega del garaje se hizo en presencia del Dr. LUIS CARLOS AVELLANEDA, a quien la Dra. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, se lo tenía arrendado…”  

7.- Sin embargo la Dra. MARINA ESPINIOSA VILLAMIZAR, no cumplió cabalmente con lo prometido, sino, que en varias oportunidades, ha intentado despojarme de la posesión dl garaje No.6,  ubicado en la CALLE 12 NO.(sic) 5-32 EDIFICIO GORKIDI de Bogotá que ella misma…”

8.- El primer intento de despojarme de la posesión de marras fue en 1999, cuando la Dra. MARINA EPINOSA VILLAMIZAR (QUE ENE SE TIEMPO TODAVÍA ERA Marina Espinosa Hernández) inició en mí contra proceso reivindicatorio...”.

9.- Ahora bien, en la demanda que presentó mi denunciada Dra. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, a través de apoderado, ella actúa temerariamente y de mala fe, por cuanto omitió informar al señor Juez, que en la promesa de compraventa se comprometía la totalidad del inmueble, tanto apartamento 601 como el parqueadero No.6.
(…)
22.- En el año 2010, los denunciados instauran en mí contra un proceso reivindicatorio, para lo cual cometen nuevamente FRAUDE A RESOLUCIÓN JUDICIAL, incurren de nuevo en FRAUDE PROCESAL contemplado en el artículo 454 del Código Penal y ocultamiento de Documento Público y de Documento Privado, delitos contemplados en los Artículo 292 y 293 del Código, porque esto documentos podían servir como prueba en el proceso…”. 
2.- CALIDAD DEL DISCIPLINABLE

Mediante certificado No. 01792-2013 del 15 de febrero de 2013, la Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia constató que el señor RODRIGO VELA TORRES, identificado con la cédula de ciudadanía No.11.380.365, se encuentra inscrito como abogado, titular de la Tarjeta Profesional No. No. 78287,  la cual se halla vigente
, así mismo con el certificado No.01790-2013, se constató que la señora MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, identificada con la cédula de ciudadanía No.20047023, es titular de la Tarjeta Profesional No.19873, la cual se encuentra vigente.

3. TRAMITE DE PRIMERA INSTANCIA
Una vez acreditada la calidad de abogado del disciplinado, el  10 de diciembre de 2013, la Magistrado de Instancia, inició actuación disciplinaria contra el profesional del derecho RODRIGO VELA TORRES, y la Dra. MARINA ESPINOSA DE HERNÁNDEZ, fijó fecha para llevar a cabo audiencia de pruebas y calificación provisional el día 26 de julio de 2013
.
El día 13 de julio de 2013
, no se realizó la audiencia de pruebas y calificación provisional, toda vez que, no comparecieron al acto procesal los disciplinados ni los defensores de oficio. 

Mediante auto de fecha 26 de julio de 2013
, la Magistrada instructora ordenó emplazar  a los profesionales del derecho MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR y RODRIGO VELA, conforme al numeral 3 del artículo 104 de la Ley 1123 de 2007.

El día 15 de agosto de 2013
, se fijaron los correspondientes edictos emplazatorios de los disciplinados en la Secretaría de la Sala  Jurisdiccional Disciplinaria el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá.

El día 27 de agosto de 2013
, se designa por parte del a quo defensor de oficio a la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, y se señala el día 8 de abril de 2014 para llevar a cabo audiencia de pruebas calificación provisional.

El día 27 de agosto de 2013
, la Magistrada de instancia atendiendo solicitud de aplazamiento de la audiencia de pruebas y calificación provisional, realizada por el profesional del derecho RODRIGO VELA TORRES, señaló como fecha para adelantar el acto procesal el día 8 de abril de 2013.

Mediante auto de fecha 7 de febrero de 2014
, la Magistrada de instancia envía el proceso a reparto para que sea asignado a los Magistrados nombrados por descongestión según acuerdo PSAA13-10072.

El día 8 de abril de 2014
, no se desarrolló la audiencia programada por cuanto no compareció al acto procesal  la disciplinada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR ni su defensora de oficio, ordenándose en el mismo relevar a la abogada de oficio Dra. HERLY MARCELA PIRAGUA INFANTE, y designar al Dr. HENRY ORTEGA SALAMANCA, señalando para desarrollar la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 21 de julio de 2014.

El día 24 de julio de 2014
, el Magistrado de instancia señaló que la audiencia fijada para el día 21 de julio de la misma anualidad no se pudo llevar a cabo por la excusa presentada por el disciplinado el día 18 de julio de 2014, y señaló el día 12 de septiembre de 2014, para el desarrollo de la audiencia de pruebas y calificación provisional.

El 12 de septiembre de 2014
, no se desarrolló la audiencia programada por la inasistencia de los disciplinados y los defensores de oficio.

Mediante auto de fecha 7 de octubre de 2014
, el Magistrado de Descongestión señala el día 10 de diciembre de 2014 para llevar a cabo la audiencia de pruebas y calificación provisional.

El día 10 de diciembre de 2014
, no se realizó la audiencia de pruebas y calificación provisional por cuanto al defensora de oficio no portaba la Tarjeta Profesional, e igualmente no hicieron presencia los disciplinados.

Mediante auto de fecha 11 de diciembre de 2014
, el Magistrado de Descongestión señala como fecha para adelantar al audiencia de pruebas y calificación provisional el día 16 de febrero de 2015.

El día 16 de febrero de 2015
, no se realizó la audiencia programada por cuanto no compareció la disciplinada Dr. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR ni su abogada de oficio.

Mediante auto de fecha 19 de febrero de 2015
, el Magistrado de Descongestión señala el día 12 de mayo de 2015 para realizar la audiencia de pruebas y calificación provisional.

Conforme a auto de fecha 27 de mayo de 2015
, la Magistrada de instancia reasume el conocimiento de las actuaciones, designa como defensor de oficio del disciplinado al Dr. YOUNGUK KIM, y señala fecha para adelantar la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 28 de julio de 2015.

Mediante auto de fecha 24 de julio de 2015, la Magistrada instructora señala nueva fecha para adelantar la audiencia de pruebas y calificación provisional para el día 27 de agosto de 2015.

4.- AUDIENCIA DE PRUEBAS Y CALIFICACIÓN PROVISIONAL.  
4.1.- El 27 de agosto de 2015, el Instructor de Instancia se constituyó en audiencia de pruebas y calificación provisional a la cual no compareció el Ministerio Público, ni la disciplinada Dra. MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR. Si lo hizo la defensora de oficio de la disciplinada Dra. SANDRA BELTRAN HERRERA, el disciplinado Dr. RODRIGO VELA TORRES, y su defensor de oficio el Dr. YOUNGUK KIM.  

En el trámite de la audiencia se dio lectura a la queja y al memorial presentado el 22 de noviembre de 2012, donde el quejoso  amplió su queja manifestando que después de que la señora MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, le hubiera vendido una propiedad compuesta por un apartamento y el parqueadero, ella haya negado eso, lo haya negado al demandarlo primero en el proceso que fue resuelto en el Juzgado 26 en segunda instancia y luego en el Juzgado 34, en esos proceso actuó como demandante no como abogada, en ninguno de los ella como actuó como abogada.

Con relación a las actuaciones del disciplinado señaló: “…una es que él adquiere el apartamento que Yo había comprado hacía muchos años conociendo que hay un fallo favorable a mí por parte del Juez 26 Civil del Circuito, el adquiere el apartamento unos días un par de meses después del fallo del juzgado…”, a la pregunta realizada por la Magistrada de instancia en que proceso había actuado el Dr. Rodrigo Vela Torres, que Ud. Considere se debe investigar  contesto:  “…el abogado Rodrigo Vela Torres, en el proceso que curso en el Juzgado 34 me parece, Yo anexe todo el proceso completo como prueba al poner la queja en ese proceso el actuaba como abogado, y entonces el sabiendo que con anterioridad había habido un proceso por los mismos hechos un proceso reivindicatorio nuevamente, ya habían perdido un reivindicatorio por los mismos hechos, el Dr. RODRIGO VELA, sabía que eso había pasado intento tumbarlo en el Contencioso Administrativo no lo logró,  y entonces inició un nuevo proceso ocultando la información que él tenía, que había un proceso anterior, él lo sabía por varias cosas uno porque Yo mismo se lo lleve a su oficina se lo presente, otro el coronel JOSÉ RAMÍREZ, que creo que es pariente político de él le llevó ese documento como consulta cuando Yo le iba arrendar el apartamento entonces él dijo Yo no sé si Usted podrá arrendármelo o no entonces se lo presentó y sé que lo conocía porque intentó revertirlo dentro del contencioso administrativo, o sea, que él si conocía el proceso ahí esta mencionado en mi queja, entonces él sabiendo  todo eso inició un segundo proceso contra mí para despojarme de la posesión del parqueadero que Yo tenía desde 1993 como hay suficientes pruebas y le ocultó al Juez las pruebas el conocimiento que tenía de antes…”      
Se escuchó en versión libre al investigado y se decretaron pruebas.

4.1.1. Versión libre: 

El abogado RODRIGO VELA TORRES, rindió versión libre y espontánea sobre los hechos objeto de investigación, manifestando: “…“Soy profesional del derecho abogado ejerzo la profesión, como primera medida observando la queja interpuesta por el señor quejoso en contra mía y de la señora MARINA ESPINOSA de HERNANDEZ, lo que se observa es que dicho señor desde hace bastante tiempo tal como lo manifiesta en algunas de las fechas no solamente acudía al edifico Corkidi, sino que tenía arrendado tengo entendido un local en el mismo edificio la señora MARINA ESPINOSA, por allá en el año 91 le arrendo el parqueadero No.6 y en el año 92 sino estoy mal o en el 93 le vendió el apartamento 601, constituyeron efectivamente un contrato de promesa compraventa sobre dicho apartamento, esta promesa de compraventa, le prometió en venta el apartamento 601 de lo cual constituyeron dicha promesa tenían según la misma promesa tenían que firmar escritura el 5 de noviembre del año 1993, si no estoy mal, el señor no compareció ante la notaria es decir que incumplió el negocio la señora MARINA ESPINOSA, según lo que me comento porque Yo la conocí por ahí en el año 2006 – 2007, levantó obviamente el acta de comparecencia le envió telegramas a este señor para que le cancelara el saldo del precio del apartamento y que firmaran escrituras nunca compareció el señor desapareció de su vista, arrendaba el parqueadero que él tenía arrendado con otro señor a otras personas lo subarrendaba posteriormente me manifestó la señora MARINA ESPINOSA DE HERNÁNDEZ, que en alguna ocasión cuando ella tenía su apartamento 601 arrendado y las personas a los cuales se lo  tenían a arrendado se quisieron apropiar de dicho apartamento alegando una posesión, al parecer era una confabulación entre el señor CARLOS ARTURO GARZÓN y las otras dos personas, la señora INÉS GARZÓN, y su esposo adelantaron el correspondiente proceso el cual duro más de 10 años finalmente le dieron la razón a la señora MARINA ESPINOSA…”  “..el señor GARZON habla que el adquirió  mediante promesa de compraventa el parqueadero, es o no es cierto, el parqueadero nunca fue adquirido mediante esa promesa de compraventa y en la promesa se evidencia claramente que el parqueadero jamás la señora MARINA se lo vendió, el contrato, él tenía un contrato de arrendamiento que data de 1991, este contrato de arrendamiento lo constituyeron a nombre de los señores CARLOS ARTURO RINCON y el señor el señor DAYRON VEGA CUESTA, ellos lo tomaron en arrendamiento es mentira lo que él está diciendo en su queja que manifiesta que él fue el coarrendatario o fiador, él lo tomo en arrendamiento ambos lo tomaron en arrendamiento …”.  “... según lo manifestado por la señora MARINA, lo que me manifiesta a mí en el año 98 – 99 perdón 2008 – 2009 me dice lo siguiente, Yo contraté un abogado para que me adelantara un proceso en contra de este señor GARZÓN por que no me pagaba arrendamiento ni le entregaba el parqueadero, en razón a que el contrato según ella, y a raíz de todos los procesos que tenía en su contra se le refundió el contrato nunca lo encontró según lo que me manifestó busco a este señor CARLOS GARZON, y le dijo que el contrato se le había refundido que hicieran un nuevo contrato de arrendamiento este señor nunca le hizo un contrato de arrendamiento…”.

4.1.2.- Decreto y práctica de pruebas. 
La Magistrada instructora decretó como prueba las aportadas y peticionadas por el disciplinado: Las actuaciones realizadas por el disciplinado en el Juzgado 34 Civil Municipal dentro del Rad. No.2011-0061, de MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, contra los señores DAYRON VEGA CUESTA y CARLOS ARTURO RINCÓN GARZON, copia del fallo de TUTELA que presento el señor GARZÓN contra el Juzgado, copia del proceso de pertenencia que el señor GARZÓN, adelanta y se tramita en el Juzgado 10 Civil Municipal de descongestión de Bogotá, copia contrato de promesa de compraventa firmado entre el señor CARLOS ARTURO RINCON GARZÓN y la señora MARINA ESPINOSA DE HERNÁANDEZ en su momento, fotocopia contrato de arrendamiento AA-85156, el testimonio a la señora HERCILIA RAMÍREZ RAMÍREZ.

De oficio la Magistrada de Instancia decretó:

1.- Oficiar al Juzgado 34 Civil Municipal para que enviara para inspección, y en subsidio copia íntegra y legible del proceso de restitución del inmueble arrendado 2011-00061-00, de MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, contra DAYRON  VEGA y ARTURO RINCON GARZÓN.

2.- Oficiar al Juzgado 35 Civil del Circuito para que enviara para inspección, y subsidio copia integral legible de la tutela del quejoso contra el Juzgado 34 Civil Municipal.

3.- Oficiar al Juzgado 10 Civil Circuito descongestión, para que enviara para inspección, y en subsidio copia integral y legible del proceso de pertenencia del quejoso contra MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR.

4.- Oficiar al Juzgado 26 Civil Circuito, para que envié, para que envié para inspección, y en subsidio copia integral y legible del proceso de reivindicatorio de MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, contra el quejoso, en subsidio copias integrales legibles.

5.- Oficiar a la Fiscalía 214 Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito, para que informe el estado actual de la investigación seguida en ese despacho, con base en la denuncia del señor CARLOS ARTURO RINCÓN GARZÓN, contra MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR y RODRIGO VELA.

Y como prueba testimonial se decretó  escuchar en testimonio a la señora HERCILIA RAMÍREZ RAMÍREZ, y al señor JOSE RAMIREZ.

Una vez decretada las pruebas la Magistrada Instructora profirió auto de terminación del proceso a favor de la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, atendiendo lo manifestado en ampliación de queja y a lo indicado en el escrito de queja, la actuación de la togada ESPINOSA VILLAMIZAR, no infringía ningún artículo de la Ley 1123 de 2007, y por lo tanto no es sujeta  a acción disciplinaria.

La Magistrada de Instancia una vez tomada la decisión sobre las pruebas peticionadas y sobre la terminación del proceso disciplinario a favor de la abogada MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, notificó en estrado la decisión y corrió traslado a los comparecientes sobre la determinación tomada quienes no interpusieron recursos, así mimo señaló para continuar con la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 26 de octubre de 2017. 

Mediante auto de fecha 19 de octubre de 2015, la Magistrada a quo reprogramó la audiencia señalada para el día 26 de octubre de 2015 para el día 10 de noviembre de 2015.
El día 10 de noviembre de 2015 se instaló la audiencia programada y se corrió traslado de las pruebas allegadas al proceso al disciplinado y a su defensor de oficio, atendiendo lo avanzado de la noche se suspende el desarrollo del acto procesal y se fijó para continuar con la audiencia el 30 de noviembre de 2015.

El día 30 de noviembre de 2015, se instaló y desarrolló la audiencia de calificación provisional en la cual se le endilgaron cargos al disciplinado. 

5. FORMULACIÓN DE CARGOS. 
En la referida audiencia, se formularon cargos disciplinarios contra el abogado  RODRIGO VELA TORRES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 11380365, titular de la Tarjeta Profesional No. No. 78287, por la posible comisión de la falta disciplinaria previstas en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 20007, de conformidad con el artículo 20 esjudem en la modalidad dolosa.

ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:
(…)
9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.
ARTÍCULO 28. DEBERES PROFESIONALES DEL ABOGADO. Son deberes del abogado:

(…)

8. Obrar con lealtad y honradez en sus relaciones profesionales. En desarrollo de este deber, entre otros aspectos, el abogado deberá fijar sus honorarios con criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio prestado o de acuerdo a las normas que se dicten para el efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea su concepto.

Toda vez que, el disciplinado inició, promovió y llevo hasta su culminación demanda de restitución de bien inmueble arrendado de MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR contra el señor CARLOS ARTORO RINCÓN GARZÓN, Y OTRO, conociendo que cualquier trámite judicial y/o comercial del inmueble estaba supeditado a lo resuelto por el Juzgado 26 Civil del circuito de Bogotá, al resolver en segunda instancia la apelación presentada por el quejoso dentro del proceso REIVINDICATORIO de MARINA ESPINOSA DE HERNANDEZ, contra CARLOS ARTURO RINCÓN GARZÓN,  el cual se adelantó en el Juzgado 5 Civil Municipal de Bogotá, el a quem señalo: “los casos en que la posesión del demandado se de naturaleza contractual, es decir, se rija por un contrato celebrado entre el dueño y el actuar poseedor En tales casos mientras el contrato subsista constituye ley para las partes (artículo 1602 del Código Civil), y como tal tiene que ser respetado por ellas. Entonces la restitución de la cosa poseída…”  “...por consiguiente como se analizó en precedencia debe ser disuelto judicial o convencionalmente el respectivo vínculo contractual.”. (Subrayado fuera de texto).

Una vez formulado el cargo al disciplinado, la Magistrada de instancia corre traslado al disciplinado para que realice solicitud probatoria si así lo considera, el disciplinado pidió como pruebas: “Solicitar el estado de la acción de revisión dentro del proceso reivindicatorio que fallo el Juzgado 26 Civil del Circuito de Bogotá., escritura de compraventa de los bienes inmuebles apartamento y parqueadero, verificar en el proceso de pertenencia que se tramita en el Juzgado 2 Civil del Circuito de Descongestión, la dirección que cito el quejoso para sus notificaciones”.

La Magistrada instructora decretó: Los testimonios de Luis Carlos Avellaneda y Diron Vega.

Ofició al Juzgado Segundo Civil de Circuito de Descongestión para que remita para estudio el proceso de pertenencia 2009-00012 contra Marina Espinosa Villamizar.

Ofició al Juzgado Quinto Civil Municipal para que remite para inspección el proceso reivindicatorio de la señora Marina Villamizar contra el señor Carlos Arturo Rincón Garzón.

Ofició a la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, para que remita para inspección el proceso reivindicatorio que inició abogado VELA TORRES, en nombre de la señora Marina Espinosa Villamizar contra la decisión tomada por el Juzgado 26 Civil Circuito.

Ofició al archivo o al Director Ejecutivo de la Rama Judicial que remita para inspección el proceso de pertenencia de Jesús Adalber Gómez Vera contra la señora Marina Espinosa Villamizar.

Ofició a la Oficina de Registros Públicos de la zona centro de Bogotá, para que remita copia del folio de matrícula inmobiliaria No.50C72137, 50C72540.

Ofició a la administración del edifico GORKIDI   para que informe que personas ha pagado las cuotas de administración por el parqueadero 6. 

Una vez decretadas las pruebas el a quo señaló el día 21 de enero de 2016, fecha en la cual no se realizó el acto procesal y por tal motivo mediante auto se fijó el día 29 de febrero de 2018, para realizar el acto procesal.            
6.  AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO.

El día 29 de febrero de 2016 se instaló la audiencia de juzgamiento en la que se incorporaron y practicaron las siguientes pruebas: a).- Copia de promesa de compraventa suscrita el 4 de febrero de 1993, entre Marina Espinosa  de Hernández, hoy Marina Espinosa Villamizar, vendedora y Carlos Arturo Rincón Garzón y Elvis Maglioni Hazzi compradores. b).- Copia de promesa de contrato de arrendamiento firmado el 1 de febrero de 1991, entre Carlos Arturo Rincón Garzón y Diron Vega Cuesta y  Marina Espinosa  de Hernández, hoy Marina Espinosa Villamizar. c).-  Ampliación de queja del señor Carlos Arturo Rincón Garzón, quien se ratificó en los hechos denunciados en la queja, agregando que el abogado Rod5rigo Vela Torres adquirió el apartamento 601 conociendo que había un fallo favorable desde el año 2008, quien allegó el siguiente documento: Escrito dirigido a la Sala denominado “informe de investigación personal”. d).-  La Consulta de procesos de la página web de la rama judicial, del proceso abreviado de Marina Espinosa de Hernández contra el quejoso y otro, que cursó el Juzgado 34 Civil Municipal de Bogotá, consulta acción de Tutela que curso en el Juzgado 35 Civil Circuito de Bogotá. e).- Oficio No.0684 de la Fiscalía 214 delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, informando sobre el adelanto del radicado No.2012.14312, adelantado contra Marina Espinosa Villamizar, Rodrigo Vela y Hercilia Ramirez Ramirez.  f).- Inspección judicial proceso No.2011.00061, adelantado en el Juzgado 34 Civil Municipal de Bogotá, de Marina Espinosa Villamizar, contra Diron Vega Cuesta y Carlos Arturo Rincón. g).- Impresión página del SPOA, ubicación proceso a que hace referencia la Fiscalía 241 delegad ante los Juzgados Penales del Circuito de Bogotá. h).- Inspección al proceso radicado 2009-01615.00. i).- Respuesta de fecha 28 de diciembre de 2015, del administrador edifico GORKIDI P.H. j).- Folios de matrícula inmobiliaria No.50C72137.  k).- Respuesta de la señora administradora del edifico GORKIDI de fecha 25 de febrero de 2016, en la que hace relación de las personas que han cancelado la administración del parqueadero No.6. l).- Inspección proceso de pertenencia radicado al No. 2009.0012.00 remitido del Juzgado 46 Civil Municipal.

6.1.- Testimonio del señor LUIS CARLOS AVELLANEDA, quien señaló no distinguir al disciplinado y conocer al quejoso, por cuanto le consta que, en una oportunidad, la señora Marina Espinosa Villamizar le solicitó la restitución del parqueadero No. 6 del edificio GORKIDI P.H., como quiera que se lo había vendido al señor Carlos Arturo Rincón Garzón, a quien le presento como nuevo propietario del inmueble.

6.2.- Testimonio de Hercilia Ramírez Ramírez, quien manifestó ser la cónyuge del disciplinado y actual propietaria del parqueadero No.6, por cuanto se lo compró a la señora Marina Espinosa Villareal (sic) en el año 2008, fecha desde la cual ha sido objeto de amenazas por parte del quejoso, bajo el argumento que es el verdadero dueño del inmueble referenciado.

6.3.- Testimonio Diron Enrique Vega Cuesta, que aseveró no conocer al disciplinado y haber tenido en arriendo el parqueadero No.6 del edificio GORKIDI P.H, hace más de diez años. Con posterioridad ha haberse retirado de la estructura en mención, no volvió a tener conocimiento sobre el asunto.   

6.4.- Alegaciones del Agente del Ministerio Público. En su intervención la representante de Ministerio Público manifestó: “solicitó la declaratoria de responsabilidad del abogado Vela Torres y la imposición de la respectiva sanción disciplinaria, como quiera  se encontró acreditado que el quejoso había ejercido posesión sobre el parqueadero No. 6 del edificio Gorkidi P.H, y además que el profesional del derecho, insistentemente había realizado maniobras engañosas tendiente a despojarlo dela posesión del inmueble…”   

6.5. Alegatos de conclusión del abogado RODRIGO VELA TORRES. El disciplinado en su intervención requirió la absolución de los cargos imputados por cuanto manifestó haber actuado de conformidad con la ley. Recalcó que el contrato de arrendamiento suscrito en el año 1991, en ningún momento había sido dado por terminado, es decir continuaba vigente y por tal motivo promovió el proceso de Restitución.

Así mismo señaló que el contrato de promesa de compraventa celebrado el 4 de febrero de 1993, no se hizo referencia al parqueadero No. 6, solamente al apartamento 601 del edificio Gorkidi P.H., por lo tanto debía entenderse que no hubo venta del mismo, pues no fue individualizado como correspondía.

Señaló que la dirección, para efectos de notificación al quejoso en el proceso de restitución de bien inmueble arrendado promovido en el año 2001, corresponde a la que indicó el quejoso en el proceso de pertenencia, por lo tanto no podría pensarse que tuvo intención de desconocer a señor Rincón Garzón al interior del litigio  en  mención, terminó indicando que actuó de conformidad con lo que le manifestó la abogada Marina Espinosa Villarreal, es decir de buena fe.

El defensor de oficio del disciplinado en su intervención manifestó: “…Que se absolviera a su defendido de los cargos como quiera que se notaba que la actuación de él había sido conforme a la ley y a la voluntad de su cliente…”  

LA SENTENCIA APELADA

En sentencia adoptada el 18 de marzo de 2016, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, decidió sancionar al abogado RODRIGO VELA TORRES, con EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESION, al declararlo disciplinariamente responsable de la comisión de la falta prevista en el numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007
, a título de dolo, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 1123 de 2007 y según lo estipulado en el artículo 21 Ibídem
.
Concluyó el a quo que el abogado RODRIGO VELA TORRES,, como profesional del derecho, sabía cuáles eran sus deberes, las consecuencias de su actuar, no le era dable actuar como lo hizo, omitiendo así, el cumplimiento de su deberes profesionales perjudicando al quejoso, al despojarlos de la posesión del parqueadero No. 6 del edificio Gorkidi, con un proceso fraudulento de restitución de bien inmueble arrendado, olvidando los fines sociales que le implica el ejercicio del derecho y dio paso con su actuar no solo que se pusiera en juicio el correcto ejercicio de la abogacía, sino que incurrió en actos delictuosos de los cuales deberá ocuparse la justicia penal, teniendo en cuenta que con su actuar presuntamente transgredió el artículo 454 del Código Penal, por cuanto el disciplinado conoció de la decisión de segunda instancia   proferida por el señor 26 Civil del circuito de Bogotá, al resolver la apelación presentada por el quejoso dentro del proceso REIVINDICATORIO de MARINA ESPINOSA DE HERNANDEZ, contra CARLOS ARTURO RINCÓN GARZÓN,  el cual se adelantó en el Juzgado 5 Civil Municipal de Bogotá, decisión  que supedito a la disolución judicial el contrato de compraventa habido entre CARLOS ARTURO RINCON GARZÓN y la señora MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, del apartamento 601 y el parqueadero correspondiente al mismo, del edificio Gorkidi. Conocedor de la decisión judicial el disciplinado paso por alto la misma y realizó negocios jurídicos de compraventa del apartamento con la señora ESPINOSA VILLAMIZAR, e inicio acción judicial de restitución de bien inmueble arrendado del parqueadero del apartamento 601 del edifico GorKidi, contra el señor CARLOS ARTURO RINCON y otro.   

La Magistrada de Instancia tuvo en cuenta la transcendencia social, el perjuicio causado y la gravedad de las conductas cometidas por el abogado como criterios generales para imponer la sanción, por ello, la misma es proporcionalmente ajustada a la EXC LUSIÓN en el ejercicio de la profesión de abogado.   

Frente a la modalidad de las conductas, el seccional de instancia estableció su imputación a título de dolo, por cuando dada su condición de abogado y por su experiencia profesional era ampliamente conocedor de sus deberes y las consecuencias de su actuar, o sea, que no le era dable actuar como lo hizo.

FUNDAMENTO DE LA APELACIÓN 
Inconforme con la sentencia adoptada el 18 de marzo de 2016, el disciplinado presentó recurso de apelación, cuyo argumento principal de la misma es el de indicar, que la sentencia mediante se le sancionó es arbitraria, injusta ilegal y violatoria del régimen disciplinario y mediante la cual la Magistrada de instancia quiere revivir un proceso ya terminado para favorecer al quejoso, por cuanto la sentencia se basa solo en suposiciones y no se analizó que el quejoso solo fue tenedor  del parqueadero a través de contrato de arrendamiento como así lo demostró, y que en el contrato de promesa de venta solo se hace mención del apartamento 601 de edificio Gorkidi.

Así mismo señala en el escrito que la notificación realizada al quejoso en el proceso de restitución de bien inmueble arrendado la realizó a la dirección que éste suministro en la demanda de pertenencia de CARLOS ARTURO RINCÓN GARZÓN, contra MARINA ESPINOSA DE HERNÁNDEZ, y que siempre estuvo en desventaja dentro del proceso disciplinario.

Concesión del recurso. 

Mediante auto de 24 de junio de 2016, la Magistrada de instancia concedió en el efecto suspensivo el recurso de apelación presentado por el disciplinado.

TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

Una vez repartidas las diligencias el 16 de agosto de 2016
, el despacho el 18 de agosto del mismo año, avocó conocimiento; corrió traslado al Ministerio Público; ordenó fijación en lista; y requirió a la Secretaría de esta Corporación para que informara los antecedentes profesionales de la investigada y si por los mismos hechos cursan otros procesos en la Corporación. 
1.- Concepto del Ministerio Público. El representante del Ministerio Público fue notificado el 23 de agosto de 2016
; sin embargo, no se recibió concepto por parte de éste. 

2.- Antecedentes disciplinarios. La Secretaría Judicial de esta Sala emitió la certificación N° 671250 del 15 de septiembre de 2016
,  que no aparecen registradas sanciones contra el abogado RODRIGO VELA TORRES,  e Informó mediante al constancia No. SJ EBNLMS 36829 de fecha 16 de septiembre de 2016
, la inexistencia de otras investigaciones por los mismos hechos. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- Competencia.  De conformidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 256 de la Constitución Política, corresponde al Consejo Superior de la Judicatura “examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial, así, como las de los abogados en el ejercicio de la profesión, en la instancia que señale la Ley”, norma desarrollada por el numeral 4 del artículo 112 de la Ley 270 de 1996, que al establecer las funciones de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, le defirió “Conocer de los recursos de apelación y de hecho, así como de la consulta, en los procesos disciplinarios de que conocen en primera instancia las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejo Seccionales de la Judicatura”, concordante con lo preceptuado en el artículo 115 de la Ley 734 de 2002, pues la alzada “procede únicamente contra las siguientes decisiones: la que niega la práctica de pruebas solicitadas en los descargos, la decisión de archivo y el fallo de primera instancia”. (Negrillas de la Sala)

Facultad constitucional y legal que se mantiene incólume para esta Superioridad, a pesar de la entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 2 del primero (1º) de julio de 2015, mediante el cual se creó el  nuevo órgano rector disciplinable. En razón a lo establecido en el parágrafo transitorio 1º del artículo 19 del referido Acto Legislativo, el cual dispuso que “…Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial...”
Transitoriedad que fue avalada mediante Auto 278 de 9 de julio de 2015 proferido por la Honorable Corte Constitucional, proveído que dispuso “, sino también, para dirimir los conflictos de competencia que surjan entre las 6. De acuerdo con las medidas transitorias previstas en el Acto Legislativo 002 de 2015, cabe entender que, hasta tanto los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no se posesionen, los Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura deben continuar en el ejercicio de sus funciones. Ello significa que, actualmente, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura conserva sus competencias, es decir, se encuentra plenamente habilitada para ejercer, no sólo la función jurisdiccional disciplinaria distintas jurisdicciones y para conocer de acciones de tutela.”; razón por la cual esta Sala entrará a decidir lo que en derecho corresponda.
2.- Límites de la apelación. Como lo ha sostenido la jurisprudencia, la órbita de competencia del operador de segunda instancia, se circunscribe únicamente en relación con los aspectos impugnados, por cuanto presume el juzgador que los tópicos no discutidos no suscitan inconformidad. Respecto de la órbita de conocimiento esta Corporación, no goza de libertad para emitir un nuevo juicio fáctico y jurídico del asunto, su labor consiste en realizar un control de legalidad de la decisión recurrida y desatar los puntos de disenso esbozados por el apelante.

3.- Asunto a resolver. Procede la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura a resolver el recurso de apelación presentado por el disciplinado contra la sentencia proferida el 18 de marzo de 2016, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, decidió sancionarlo con EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESION, al declararlo disciplinariamente responsable de la comisión de la falta prevista en el numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007
, a título de dolo, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 1123 de 2007 y según lo estipulado en el artículo 21 Ibídem
 
No obstante, antes de resolver lo planteado esta Corporación de manera oficiosa analizará, teniendo en cuenta la fecha de los hechos y el tipo de falta imputada al abogado disciplinable, si en el presente caso acaeció o no, el fenómeno jurídico de la prescripción, causal de improseguibilidad de la acción disciplinaria. 
En caso de que la respuesta al primer planteamiento jurídico sea negativa, la Corporación determinará, si los argumentos expuestos por el recurrente tiene la capacidad de enervar la sentencia proferida por el a quo.
4.- Caso concreto. 

4.1. De la prescripción de la acción disciplinaria.

En aras de resolver el primer problema jurídico planteado por la Sala, se tiene que los hechos que dieron lugar a la imposición de la sanción por parte del Tribunal de primera instancia al abogado RODRIGO VELA TORRES, se resumen en que el togado inició demanda de restitución inmueble contra el quejoso en representación de la señor MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR, cuando tenía conocimiento que su poderdante en otrora había presentado demanda reivindicatoria contra el señor CARLOS ARTURO RINCÓN GARZÓN, la cual fue fallada contra el quejoso en primera instancia por el Juzgado 5 Civil Municipal de Bogotá, y revocada en segunda instancia por el Juzgado 26 Civil del circuito de Bogotá, despacho judicial que señaló: “los casos en que la posesión del demandado se de naturaleza contractual, es decir, se rija por un contrato celebrado entre el dueño y el actuar poseedor En tales casos mientras el contrato subsista constituye ley para las partes (artículo 1602 del Código Civil), y como tal tiene que ser respetado por ellas. Entonces la restitución de la cosa poseída…”  “...por consiguiente como se analizó en precedencia debe ser disuelto judicial o convencionalmente el respectivo vinculo contractual.”. 

Ahora bien, de cara al mandato conferido al abogado disciplinado por la señora MARINA ESPINIOSA DE VILLAMIZAR, para que promoviera, tramitara y llevara hasta su culminación proceso de restitución de bien inmueble arrendado, contra el señor DIRON CUESTA y CARLOS ARTURO RINCON GARZÓN, el disciplinado  RODRIGO VELA TORRES, el día 18 de enero de 2011, radicó la demanda citada, la cual por reparto correspondió conocer al Juzgado 34 Civil Municipal de Bogotá, despacho judicial que profirió sentencia el día 12 de diciembre de 2011, mediante la cual decretó la terminación de contrato de arrendamiento habido entre la demandante y los demandados con relación al garaje No. 6 ubicado en la calle 12 No.5-14/46 edificio Gorkidi, y ordenó a los demandados restituir el bien raíz mencionado a la señora MARINA ESPINOSA VILLAMIZAR.

Para que diera cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado 34 Civil Municipal, la entrega del inmueble se realizó a través de la Inspección Tercera C Distrital de Policía, cumpliendo el despacho comisorio No.029, de precitado despacho judicial dentro del proceso de restitución de bien inmueble arrendado con radicado No.2011-0061, restitución que se realizó el día 10 de abril del año 2012, fecha esta que se debe tener en cuenta para el análisis de la prescripción de la acción disciplinaria, por cuanto fue la última actuación realizada por el disciplinado dentro del proceso de restitución aludido.
Respecto al término de prescripción de la acción disciplinaria, y el conteo del término, el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007, establece que “la acción disciplinaria prescribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto ejecutivo de la misma (…)” (Negrilla y subrayado de la Sala). 
Es válido a manera de información precisar lo dicho por la Corte Constitucional, en Sentencia C-556 del 31 de mayo de 2001, con ponencia del Honorable Magistrado Álvaro Tafur Galvis, sobre el fenómeno de la prescripción:

“PRESCRIPCIÓN – Definición-. La prescripción de la acción es un instituto de orden público, por virtud del cual el Estado cesa su potestad punitiva -ius puniendi- por el cumplimiento del término señalado en la ley.
 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DISCIPLINARIA –Alcance- PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN  DISCIPLINARIA – Finalidad y Fin esencial. Al tiempo que la prescripción constituye una sanción frente a la inactividad de la administración, el fin esencial de la misma, está íntimamente ligado con el derecho que tiene el procesado a que se le defina su situación jurídica, pues no puede el servidor público quedar sujeto indefinidamente a una imputación, lo que violaría su derecho al debido proceso y el interés de la propia administración a que los procesos disciplinarios concluyan. 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA EN DEBIDO PROCESO-Núcleo esencial – DEBIDO PROCESO-Culminación de acción con decisión de fondo -. PRESCRIPCIÓN EN DEBIDO PROCESO-Núcleo esencial-. La prescripción no desconoce ese núcleo esencial, toda vez que su declaración tiene la virtualidad de culminar de manera definitiva un proceso, con efectos de cosa juzgada, contrariamente a lo que ocurre con los fallos inhibitorios, que no resuelven el asunto planteado y que dejan abierta la posibilidad para que se dé un nuevo pronunciamiento. La declaratoria de prescripción contiene una respuesta definitiva fundada en derecho que pone fin a la acción iniciada. 
COSA JUZGADA- Alcance-PRESCRIPCIÓN EN PROCESO DISCIPLINARIO-Certeza/PRESCRIPCIÓN EN PROCESO DISCIPLINARIO- Alcance. Dentro del proceso disciplinario, la prescripción permite tener certeza de que a partir de su declaratoria la acción disciplinaria iniciada deja de existir. En este sentido, la necesidad de un equilibrio entre el poder sancionador del Estado, y el derecho del servidor público a no permanecer indefinidamente sub judice y el interés de la administración en ponerle límites a las investigaciones, de manera que no se prolonguen indefinidamente, justifica el necesario acaecimiento de la prescripción de la acción”.

Retomando lo expuesto, la falta del  ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado: 9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.”, endilgada al abogado VELA TORRES, consistente en la presentación de la demanda de restitución de bien inmueble arrendado, se extendió hasta el día 10 de abril del año 2012, fecha en la cual se le hizo entrega del inmueble por parte de la Inspección Tercera C de Policía Distrital de Bogotá., motivo por el cual, la Sala advierte que la administración de justicia ya perdió la potestad disciplinaria, pues  han transcurrido más de cinco años desde última fecha de consumación de la falta, acaeciendo el fenómeno de la prescripción.

Corolario de anterior, encuentra la Sala que en el presente caso se presenta una de las causales de improseguibilidad de la acción, como lo es la prescripción, que imposibilita un pronunciamiento de fondo sobre el asunto, motivo por el cual se declarará la terminación y archivo definitivo de la presente actuación disciplinaria. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones Constitucionales y  Legales,

RESUELVE

Primero.- TERMINAR, la presente actuación disciplinaria adelantada contra el profesional del derecho RODRIGO VELA TORRES, y en su lugar ordenar el ARCHIVO DEFINITIVO de la misma, por las razones expuestas en este proveído.
Segundo.- DEVOLVER  el expediente al Consejo Seccional de origen para que notifique a todas las partes del proceso. 

Tercero.- Por la Secretaría Judicial, librar las comunicaciones pertinentes.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
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�ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:


(…)


9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.


�ARTÍCULO 20. ACCIÓN Y OMISIÓN. Las faltas disciplinarias se realizan por acción u omisión


ARTÍCULO 21. MODALIDADES DE LA CONDUCTA SANCIONABLE. Las faltas disciplinarias solo son sancionables a título de dolo o culpa.


�Folio 12, cuaderno primera instancia.


�Folio 14, cuaderno primera instancia.


�Folio 25, cuaderno primera instancia.


�Folio 26, cuaderno primera instancia.


�Folios 27-28, cuaderno primera instancia.


�Folio 30, cuaderno primera instancia.


�Folio32, cuaderno primera instancia.


�Folio 43, cuaderno primera instancia.


�Folio 45-48, cuaderno primera instancia.


�Folio 67, cuaderno primera instancia. 


�Folios 81-82, cuaderno primera instancia. 


�Folio 85, cuaderno primera instancia. 


�Folio 98, cuaderno primera instancia. 


�Folio 99, cuaderno primera instancia. 


�Folio110, cuaderno primera instancia.  


�Folio 113, cuaderno primera instancia. 


�Folio126 - 128, cuaderno primera instancia. 
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�ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:
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9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.


�ARTÍCULO 20. ACCIÓN Y OMISIÓN. Las faltas disciplinarias se realizan por acción u omisión


ARTÍCULO 21. MODALIDADES DE LA CONDUCTA SANCIONABLE. Las faltas disciplinarias solo son sancionables a título de dolo o culpa.


�Folio 1, cuaderno segunda instancia. 


�Folio 1 , cuaderno segunda instancia.


�Folio 19, cuaderno segunda instancia. 


�Folio 20, cuaderno segunda instancia.


�   Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia del 21 de marzo de 2007, radicado 26129.
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